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León, Guanajuato, a 22 veintidós de marzo del año 2012 dos mil doce. . 

V I S T O S para dictar sentencia definitiva, en los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 168/2012-JN, promovido por el ciudadano Luis Gerardo Flores López; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que la actora se ostenta sabedora de la emisión del acto impugnado, que fue el día 30 treinta de abril del 2012 dos mil 
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doce, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el documento identificado con el folio 30,070 treinta mil setenta, de fecha 25 veinticinco de abril del 2012 dos mil doce, emitida por el Gerente Comercial del organismo público mencionado, en la que dicha autoridad refirió el saldo existente en la cuenta número 0359348 (cero-tres-cinco-nueve-tres-cuatro-ocho); del servicio público de agua potable correspondiente al inmueble ubicado en calle Brisa del Ocaso número 114 ciento catorce letra A, de la colonia Brisas del Pedregal, de esta ciudad; por la cantidad de $4,961.54 (Cuatro mil novecientos sesenta y un pesos 54/100 Moneda Nacional), señalando que tiene 52 cincuenta y dos meses de atraso en el pago de dicho servicio, solicitándole acuda a liquidar el adeudo; se encuentra debidamente acreditada y documentada en autos, con el original de dicho documento que aportó el actor y es visible en autos en copia certificada, a foja 4 cuatro; la que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de un documento público, expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, aunado a la circunstancia de que dicho gerente, al contestar la demanda, al referirse a los hechos, admitió libre y sin coacción alguna, haberlo emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 

Sentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, las autoridades enjuiciadas, en el capítulo de contestación a los conceptos de impugnación, exteriorizaron que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“El folio... un mero recordatorio de un adeudo que no reúne los requisitos del acto administrativo referidos en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato: no lesiona la esfera jurídica del actor, pues sigue vigente el contrato de prestación del servicio público... y por lo tanto, en cumplimiento de esta relación, se le recuerda del pago ... que se encuentra obligado a realizar por el servicio que recibe...” Lo que equivale a que hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que para quien resuelve no se actualiza, toda vez que el documento en comento, se trata en realidad de un requerimiento de pago por el adeudo que el mismo documento señala; y aunque si bien es cierto, se “le solicitó” al particular a que acuda a sus oficinas, también lo es que se le exigió que realizara el pago del señalado adeudo en un plazo de 5 cinco días hábiles, o en caso contrario se procedería a hacer la rescisión del contrato; de ahí que para este Juzgador no se actualiza la causal de improcedencia en comento, pues para este Juzgador, el actor sí resiente en su esfera de derechos el requerimiento realizado en el documento que se impugna, respecto del inmueble ubicado en calle Brisa del Ocaso número 114 ciento catorce letra A, de la colonia Brisas del Pedregal de esta ciudad; por lo que se encuentra legitimado para promover el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continuando con el análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento las autoridades demandadas no hicieron valer ninguna otra; sin embargo, de oficio, quien resuelve advierte que respecto de la autoridad demandada Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, sí se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues se advierte que el acto impugnado fue emitido por el Gerente Comercial del organismo, Arquitecto José Julio Gilberto Becerra Moreno, pero no por el Consejo Directivo o el Presidente de dicho organismo; por lo que respecto del citado Sistema, no existe el acto administrativo impugnado, al no haber sido emitido por el Presidente del Consejo Directivo del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León; actualizándose con ello la causa de improcedencia en estudio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, al no haber emitido el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, el acto que se impugna; con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente decretar el Sobreseimiento del proceso administrativo, en cuanto a esa autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, al no apreciarse la actualización de alguna otra causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto del acto impugnado a la autoridad demandada que subsiste, que es el Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León; por lo que, en consecuencia, es procedente el presente proceso respecto de esa autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor; este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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De las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 25 veinticinco de abril del año 2012 dos mil doce, el Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, emitió el documento identificado con el folio 30,070 treinta mil setenta, al que el actor denomina como “Solicitud de pago”, por la cantidad de $4,961.54 (Cuatro mil novecientos sesenta y un pesos 54/100 Moneda Nacional), en el que la autoridad señaló que en caso de no realizar el pago en un plazo de 5 cinco días hábiles, sería rescindido su contrato de prestación de servicios respecto del inmueble ubicado en calle Brisa del Ocaso número 114-A ciento catorce letra A de la colonia Brisas del Pedregal de esta ciudad; lo que el actor señaló, tuvo conocimiento el día 30 treinta de abril del 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . .
Acto que para el actor vulnera sus derechos, ya que ese documento tiene graves omisiones, como lo son la competencia de la autoridad que lo emitió y la fundamentación del acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
             A lo expresado por el impetrante, la autoridad demandada, manifestó a grandes rasgos que el oficio impugnado es un mero recordatorio de un adeudo, que no reúne los requisitos del acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del documento identificado con el folio 30,070 treinta mil setenta; por el que se requirió al actor la liquidación del adeudo respecto del inmueble señalado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- No existiendo causa que impida el estudio de fondo del asunto en cuanto al acto impugnado, se procede al estudio del único concepto de impugnación expresado por el actor; avocándose este Juzgador, al estudio de los argumentos de ese mismo concepto de impugnación que se consideran trascendentales para emitir la presente resolución, como lo son los señalados con los números 1 uno y 2 dos, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad así como tampoco los demás, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el único concepto de impugnación que se hizo valer, la parte actora, luego de señalar que los servidores públicos deben ceñirse al principio de legalidad, y lo que disponen preceptos Constitucionales; en lo esencial, en los puntos 1 uno y 2 dos, manifestó que el documento impugnado, tiene graves omisiones, como lo son que carece de la competencia de la autoridad que lo emitió, así como de fundamentación en dicho escrito, agregando que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“1.- La competencia de la autoridad ordenadora... ya que tanto la demandada como el firmante del documento combatido; son omisos en señalar los preceptos legales que les facultan para intentar ejecutarlo...” . . . . . . . . . . . . . .

“2.- La fundamentación del acto combatido, ya que resulta insuficiente; toda vez que los artículos y leyes invocadas; en momento alguno les otorga la facultad de ejecutarlo...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A lo anterior, el Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, en su contestación, sólo señaló que dicho documento es un simple recordatorio del adeudo y que no causa afectación a los intereses jurídicos del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Una vez analizado lo expresado por las partes y las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial el documento impugnado, este Juzgador estima que son fundados tales aspectos del concepto de impugnación, toda vez que el acto que se impugna es en efecto, ilegal, pues se trata en realidad de un requerimiento de pago, al referir: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“El departamento de Facturación y Cobranza identificó que su cuenta actualmente tiene un saldo de...  4,961.54 M.N.... correspondiente a 52 cincuenta y dos meses de adeudo... Por lo anterior le solicitamos que en un plazo de 5 días habiles a partir de la fecha de recibido, acuda a nuestras oficinas... para liquidar su adeudo, de lo contrario nos veremos obligados a considerar su contrato como rescindido...”; de donde se advierte que, el no atender al requerimiento señalado en cuanto al pago del adeudo, se rescindirá el contrato; sin embargo, la autoridad que lo emitió, el Gerente Comercial del Sistema, Arquitecto José Julio Gilberto Becerra Moreno, no fundó su competencia, que le confiriera la facultad de requerir el pago y de rescindir el contrato en caso de no realizar el pago en el termino concedido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, ya que el Gerente Comercial demandado, determinó requerir de pago al actor; sin embargo en el acto controvertido, no se contiene el ordenamiento ni el dispositivo legal aplicable, que le otorgue la facultad a dicho funcionario del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León para requerir en primer lugar, y para rescindir el contrato, en segundo; por lo que no se encuentra debidamente fundado dicho requerimiento; lo que trae como consecuencia que dicho acto sea ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Esto es, porque si bien es cierto que la autoridad demandada señaló un precepto (artículo 63 de la Ley de Aguas para el Estado de Guanajuato); sin embargo, de dicho ordenamiento no se desprende la facultad del funcionario demandado para realizar los actos que refiere; pues tal precepto establece que en caso de incumplimiento del pago de los créditos derivados de la prestación de los servicios por parte del usuario, podrá suspenderse el servicio, así como proceder a rescindir el contrato de prestación de servicios, en los términos del reglamento municipal y en lo establecido en el contrato respectivo; sin embargo, nada se dice acerca de la competencia del funcionario referido para hacerlo en el caso en particular; lo que deja al actor en estado de indefensión, ya que esa omisión no le permite conocer a ciencia cierta si efectivamente esa autoridad tiene competencia o no para requerirlo en los términos a que se refiere el oficio impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas y toda vez que los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, para ser legales requieren que, entre otros requisitos, sean emitidos, imprescindiblemente, por autoridad competente, y cumpliendo con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que en la especie, en el caso concreto, no se dio, al no encontrarse fundado el acto que se impugna en cuanto a la competencia de la autoridad que aparece como emisora; actualizándose de esta manera las causas de ilegalidad previstas en las fracciones I y II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del mismo ordenamiento, procede decretar la nulidad total del acto consistente en el documento identificado con el folio 30,070, treinta mil setenta, de fecha 25 veinticinco de abril del año 2012 dos mil doce . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Al respecto, este Juzgador estima que resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“AUTORIDADES INCOMPETENTES. SUS ACTOS NO PRODUCEN EFECTO ALGUNO.  La garantía que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, denota que la competencia de las autoridades es uno de los elementos esenciales del acto administrativo. Entre sus características destacan las siguientes: a) requiere siempre de un texto expreso para poder existir; b) su ejercicio es obligatorio para el órgano al cual se atribuye y c) participa de la misma naturaleza de los actos jurídicos y abstractos, en el sentido de que al ser creada la esfera de competencia, se refiere a un número indeterminado o indeterminable de casos y su ejercicio es permanente porque no se extingue en cada hipótesis. Ahora bien, estas características encuentran su fundamento en el principio de legalidad, según el cual, las autoridades del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos que la misma determina, de tal manera que esta garantía concierne a la competencia del órgano del Estado como la suma de facultades que la ley le da para ejercer ciertas atribuciones. Este principio se encuentra íntimamente adminiculado a la garantía de fundamentación y motivación, que reviste dos aspectos: el formal que exige a la autoridad la invocación de los preceptos en que funde su competencia al emitir el acto y el material que exige que los hechos encuadren en las hipótesis previstas en las normas. En este sentido, como la competencia de la autoridad es un requisito esencial para la validez jurídica del acto, si éste es emitido por una autoridad cuyas facultades no encuadran en las hipótesis previstas en las normas que fundaron su decisión, es claro que no puede producir ningún efecto jurídico respecto de aquellos individuos contra quienes se dicte, quedando en situación como si el acto nunca hubiera existido.” Novena Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV, Octubre de 2001. Tesis: 2a. CXCVI/2001. Página:   429. Inconformidad 292/2001. Víctor Hugo Bravo Pérez. 5 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Oliva Escudero Contreras. . . . . 

SEPTIMO.- En virtud de que los argumentos analizados del único  concepto de impugnación hecho valer, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- De lo pretendido por el actor, se encuentra también lo concerniente al reconocimiento del derecho que en su favor, establecen las normas jurídicas; y la condena a la autoridad de que se le restablezca en sus derechos violados; lo que se traduce en las acciones previstas en las fracciones II y III del artículo 255  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo que no ha lugar a reconocer derecho alguno, ni a condenar a la autoridad demandada; puesto que en primer lugar, no precisó el actor que derecho individualmente determinado que haya sido violentado, solicita le sea reconocido y por el que deba condenarse a la autoridad; y que además no constituya un derecho ya implícito en la resolución de nulidad; ya que un derecho en tal sentido, debe ser señalado concretamente y no con peticiones generales; y en segundo término, porque este Juzgador estima -como ya se dijo-que la resolución de nulidad del acto que se impugna, implica ya en sí misma, el 
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reconocimiento del derecho a que en el acto impugnado se funde siempre la competencia de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado  en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones I y II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, respecto del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León demandado; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Procedió el presente proceso administrativo en contra del acto impugnado y emitido por el Gerente Comercial del organismo mencionado. . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del documento identificado con el folio 30,070, treinta mil setenta, emitido por el Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, con fecha 25 veinticinco de abril del 2012 dos mil doce; ello atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

QUINTO.- No ha lugar a reconocer el derecho ni a condenar a la autoridad que emitió el acto impugnado, con sustento en lo señalado en el Considerando Octavo de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . 
